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I.- Introducción: 

El fallo que se analiza es “Gómez Hipólito c/ Empresa Schlumberger Argentina 

S.A. s/ Laboral - Cobro de Pesos”, del Tribunal Superior de Justicia (en adelante TSJ) - 

Secretaría Civil de la Provincia de Santa Cruz versa sobre el fraude laboral, y cómo al 

disfrazar el contrato profesional bajo la apariencia de otra figura -locación de servicios-, 

se vulneran los derechos y principios laborales, entre ellos el de primacía de la realidad. 

 Raffaghelli (2020), enseña que cuando se utilicen otras formas de contratación 

para evitar aplicar la legislación laboral, se está ante la figura del fraude, regido por el art. 

14 de la Ley de Contrato de Trabajo (en adelante LCT), en armonía con lo normado por 

el derecho civil. Frente a este tema entra en juego una máxima trascendente del derecho 

del trabajo, como es el principio de primacía de la realidad, que “se orienta hacia la 

búsqueda de la verdad real como fórmula superadora de la verdad formal” (p.83). 

Señala De Diego (2002), que con frecuencia se suelen presentar casos donde se 

discute si la forma de contratación está encuadrada en el derecho laboral, y en 

consecuencia la distinción será a partir de la relación de dependencia, pero si el vínculo 

se presenta entre un trabajador autónomo o profesional, la contratación será de locación 

de servicios o de obra. 

El marco jurídico argentino de protección laboral cuenta en principio con el Art 

14 bis de la Constitución de la Nación Argentina (en adelante CN), los tratados de la 

Organización Internacional del Trabajo (en adelante OIT), en particular el R198 - 

Recomendación sobre la relación de trabajo, 2006 (núm. 198) donde de manera específica 

el art. 4 inc. b1 norma en la lucha contra el fraude laboral. A su vez, la LCT con más su 

 
1 Art. 4 inc. b) luchar contra las relaciones de trabajo encubiertas, en el contexto de, por ejemplo, otras 

relaciones que puedan incluir el recurso a otras formas de acuerdos contractuales que ocultan la verdadera 
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normativa complementaria, rige los derechos del trabajador que se desempeñe en el 

ámbito privado, como es el caso traído bajo análisis. 

En los autos señalados, el TSJ de la provincia de Santa Cruz, revocó lo 

sentenciado por las instancias anteriores que daban lugar a lo esgrimido por la parte 

demandada. Ello fue así porque la empresa se sintió respaldada en la normativa del 

derecho civil, y presentó la relación con el actor bajo la figura de un contrato de locación 

de servicios, sin reconocer la dependencia laboral por él expuesta.  

En consecuencia, se evidencia un problema jurídico de relevancia, que tal como 

enseña Alchourrón y Bulygin (1999), se presenta cuando el juez debe confrontar las 

normativas relevantes que incumben a todos los sistemas jurídicos para determinar cuál 

es la que debe emplear, donde la elección de las normas que pueden ser aplicadas en el 

caso concreto, está fundada en la jerarquía existente entre ellas.  

El fallo que se analiza es relevante porque exhibe un problema sobre la valoración 

normativa que realizó primera instancia, ya que basó su decisión para rechazar la 

pretensión del actor en las normas del código civil, sin valorar las del derecho laboral. 

Debe su importancia al cuestionar si con ello se ha incurrido en la violación de los 

principios fundamentales del derecho laboral, como es el de primacía de la realidad, 

señalado por el máximo tribunal. 

II. Plataforma fáctica, historia procesal y resolución del Tribunal 

La situación se inicia ante el Juzgado de 1ª Instancia Nº Uno en lo Civil, 

Comercial, Laboral y de Minería de Caleta Olivia, provincia de Santa Cruz, cuando el 

actor demanda a la Empresa Schlumberger Argentina S.A. por su relación laboral no 

registrada, sumado a reclamar los rubros indemnizatorios por el despido incausado, que 

esa situación ha generado. Por su parte, la empresa en su responde acredita que la relación 

se encontraba encuadrada en el llamado contrato de locación de servicio, y desconoce 

todo vínculo de dependencia.  

El juez de primera instancia rechazó la pretensión del actor, quien a continuación 

presentó un recurso de apelación ante la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, 

Laboral y de Minería de la Segunda Circunscripción Judicial de Caleta Olivia, que en su 

sentencia confirma lo resuelto por el aquo.  

 
situación jurídica, entendiéndose que existe una relación de trabajo encubierta cuando un empleador 

considera a un empleado como si no lo fuese, de una manera que oculta su verdadera condición jurídica, y 

que pueden producirse situaciones en las cuales los acuerdos contractuales dan lugar a que los trabajadores 

se vean privados de la protección a la que tienen derecho. 
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Agraviado por el decisorio de la Alzada, el actor interpuso un recurso de casación 

ante el Tribunal Superior de Justicia -Secretaría Civil- de Santa Cruz, en el cual sostuvo 

que lo sentenciado ha sido violatorio del principio de congruencia, al estar presente la 

arbitrariedad en la consideración de las pruebas, los indicios y las presunciones donde se 

arriba a una conclusión alejada de lo real. La cuestión para resolver por los magistrados 

está en establecer si ha existido o no una relación laboral de dependencia, con voto en 

mayoría por el afirmativo de la existencia de un contrato de trabajo, y el reconocimiento 

de los rubros indemnizatorios pretendidos, que devienen de ello.  

La Sra. Vocal Dra. Reneé Guadalupe Fernández presenta un voto parcial en 

disidencia al señalar que, en el caso concreto la prueba aportada no ha generado duda, en 

consecuencia, no encuentra el encuadre de lo normado por el artículo 9° de la LCT, el 

que marca que, en caso de incertidumbre sobre la norma a aplicar, predominará aquella que sea 

más favorable al trabajador.  

En su resuelve, el TSJ de Santa Cruz hace lugar al recurso extraordinario y decide 

casar la sentencia de la Alzada, al sentenciar que las pruebas aportadas han acreditado la 

maniobra del empleador, que encubrió bajo un contrato de locación de servicios, la 

relación de dependencia laboral que mantuvo con el actor. 

III. Reconstrucción de la ratio decidendi del caso 

El TSJ de Santa Cruz parte del carácter público de las normas que dan un encuadre 

a los principios laborales, por su lado el art. 14 bis de la CN, los Tratados Internacionales 

y la LCT son el marco mínimo de protección que debe respetar un sentenciante. En sus 

considerandos el tribunal destacó lo preceptuado por diversos artículos de la LCT, como 

el art. Nº 21 sobre qué debe entenderse por Contrato de Trabajo, el art. Nº 22 al referir 

sobre cuándo existe la relación de trabajo, el art. Nº 25 donde la norma concibe qué es un 

trabajador, y en especial referencia presentaron el desarrollo del art. Nº 23 sobre cuándo 

hay presunción de la existencia del contrato de trabajo junto al art. Nº 9 que compone el 

principio protectorio para sostener el equilibrio entre las partes.  

En concreto, los magistrados se han centrado en determinar el problema de 

relevancia entre normas que atañen al derecho civil o al laboral, por estar estos actuados 

situados entre decidir si se está frente a una locación de servicios reglada por el orden 

civil, o de cara a un contrato laboral. Se han encontrado con el fraude a la ley, al haberse 

evadido la ley laboral bajo la apariencia de otra figura contractual. En consecuencia, han 
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destacado que en el derecho del trabajo preside la regla de la primacía de la realidad, que 

procede del principio protectorio por la existente desigualdad entre las partes.  

Asimismo, señalaron que el objeto histórico y social del Derecho Laboral y la 

Seguridad Social, ambos con reconocimiento constitucional en el referido art. 14 bis de 

la CN, confieren a los artículos de la LCT la representación normativa del orden público 

laboral, e instituyen la protección mínima que es inadmisible afectar sin denigrar los 

derechos del orden que protegen.  

Por último, refirió el Alto Tribunal, que al recurrir al mencionado orden público 

se está en abordar la representación imperante de las normas que son introducidas bajo 

pena de nulidad, y de forma oficiosa, en las relaciones entre particulares. Ello se debe a 

que ese mínimo es inmodificable e inalterable, y si se quiso eludir de alguna forma la 

normativa, la sanción es el peso de su plena operatividad.  

IV. Antecedentes legislativos, doctrinarios y jurisprudenciales 

El derecho laboral y los principios del trabajo son el marco normativo para 

compensar las desigualdades entre los trabajadores y el empleador, y su núcleo es el 

principio protectorio, señalan Muziani y Pozzo (2017).  

La justicia laboral cuenta con principios propios y específicos que dan solidez a 

su identidad y autonomía, en relación con los principios generales. “No solo son una 

fuente de orientación para el legislador, sino un medio de integración de la materia que 

orienta su interpretación, tanto en el plano de las relaciones laborales como en el marco 

judicial” (De Diego, 2002, p.70). 

En cuanto a los principios del trabajo, se está en desarrollar y destacar los 

siguientes: el principio protectorio, el principio de buena fe y el principio de primacía de 

la realidad.  

Para obtener protección se cuenta con el orden público laboral, que regula los 

límites del derecho individual y colectivo. Es entendido como una creación, cuyo 

propósito es restringir la autonomía de los negocios a ciertos “aspectos de la realidad 

jurídica que el derecho estatal considera esenciales, y en los que cree indispensable 

prescribir un contenido determinado que se impone a los contratantes desde un poder 

heterónomo, mediante una norma que se reputa como derecho necesario” (Muziani y 

Pozzo, 2017, p.2). 

Grisolía (2019) enseña que, el principio protectorio se encuentra normado de 

manera expresa en el art. 9 de la LCT, pero que puede observarse a lo largo de toda la 



5 
 

redacción de la LCT y demás normas laborales. “La protección legal consagrada no 

reviste sentido clasista”, encuentra su génesis en el art. 14 bis de la CN, y su cimiento está 

basado en la heterogénea relación de poder de negociación, entre el trabajador y su 

empleador (p.16). 

Es importante mencionar que junto a la norma constitucional del art. 14 bis se 

halla también el art. 75, inc. 22 del mismo cuerpo normativo, el que ha otorgado supra 

legalidad a diversos tratados internacionales con prevalencia en los convenios de la OIT, 

por ser fuente formal del derecho laboral. Asimismo, Gambacorta (2015) agrega que debe 

ser considerado el CCyC con los límites y alcance de sus art. 1 y art. 2, también como un 

sistema de fuente normativa en esta materia. 

Para algunos doctrinarios el CCyC nivela las normas del orden público laboral 

con las del orden público del derecho civil y comercial. Ello basado, en la redacción de 

sus art. 963 y art. 1709 sobre el orden de prelación de las normas. Entienden que coloca 

en un plano de igualdad, la reglamentación laboral con la civil y comercial. De ser así, 

estaría quebrado el orden público laboral, tal como ha gobernado de manera histórica a 

esta especialidad. De hallarse esta circunstancia, estaría atenuado el orden público del 

trabajo en relación con la normativa indisponible del derecho civil y comercial, porque 

su orientación es la protección de valores jurídicos distintos al derecho de los trabajadores 

(Grisolia, 2019). 

Agrega Grisolía (2019) que, aunque pueda entenderse regresiva cierta normativa 

del CCyC en afinidad a la protección del trabajador, el mencionado art. 963 es en 

referencia a los contratos civiles y comerciales, y no a los laborales. Las contrataciones 

del trabajo se hallan normadas por la LCT y leyes específicas que regulan la materia. 

Asimismo, siguen vigentes los criterios de protección y los principios del derecho del 

trabajo, donde “el Cód. Civ. y Com. tiene el mismo rango en el orden de prelación que la 

LCT y, en definitiva, servirá de filtro para la aplicación del Cód. Civ. y Com.” (p.16). 

Otro principio muy importante, no sólo privativo del derecho laboral, es el 

principio de buena fe característico de los actos jurídicos, que se entiende ligado como 

regla natural de todas las relaciones del hombre. En el vínculo laboral “empleado-

empleador”, este principio es muchas veces vulnerado, por diferentes cuestiones externas 

e internas, a veces hasta por fuera de la propia relación. Empero, otras circunstancias son 

“atávicas y no son pocas las veces en que el empleado se ve obligado a aceptar soluciones 

que van en perjuicio de sus propios intereses condicionado por las circunstancias 

socioeconómicas predominantes en cada momento” (Moreira, 2021, p.1). 
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El principio de buena fe tiene su norma expresa en el art. 63 de la LCT, y tal es su 

trascendencia que debe predominar en todo el tiempo que dure la relación de trabajo, que 

incluye desde el inicio de la contratación, la ejecución, hasta su total extinción. Moreira 

(2021), resalta su carácter siempre presente, que afirma su importancia, en la 

reglamentación del contrato de trabajo. 

El último principio que se presenta es el de primacía de la realidad, y De Diego 

(2002) lo conceptualiza como aquel “que afirma que siempre se debe reconocer a través 

de los hechos concretos y sus características la verdadera sustancia de una relación, con 

prescindencia de los mantos, ropajes, designación o apariencia que las partes le hayan 

dado a la misma” (p.116).  

Reflexiona Grisolía (2019), que el principio mencionado concede preferencia a 

los hechos. Esto quiere decir, que la importancia está dada en lo sucedido en la realidad 

por encima de las formas o aspectos que hayan convenido las partes, al ser el contrato de 

trabajo un "contrato-realidad" (p.73). 

En consecuencia y a diferencia del derecho civil, donde la prevalencia está puesta 

en lo que hayan pactado las partes, no es así en el derecho del trabajo. Porque en el ámbito 

laboral corresponde estar a favor de los hechos en caso de discrepancia, si ella existiera 

entre lo sucedido en la práctica y lo que surja de la documentación, o convenios que hayan 

firmado las partes (Grisolía, 2019). 

Un concepto que se relaciona con los principios descritos es el fraude a la ley.  

Muziani y Pozzo (2017) se refieren a él como “la ingeniosa elección de caminos desviados 

para lograr que el incumplimiento quede a salvo de toda sanción (art. 172 del Código 

Penal). -El fraude a la ley requiere la existencia de un acto jurídico manifiesto —que no 

se oculta—“[sic] (p.3). Agregan los autores que el componente subjetivo se expone a 

partir de las presunciones, donde la prueba directa no resulta necesaria para demostrar el 

propósito de defraudar.  

De Diego (2002), referencia el énfasis de la LCT al puntualizar que aquello que 

las partes hayan acordado que instituye el fraude a la ley laboral será nulo, y sin valor 

alguno. Asimismo, las cláusulas que se determinen nulas se reemplazarán de forma 

automática por otras que sean válidas, procedentes de la práctica de las normas pertinentes 

(según art. 7, art. 13 y art. 14 de la LCT).  

Muziani y Pozzo (2017), ilustran que hay veces que se disfraza el contrato de 

trabajo bajo la relación de obra, o por medio del contrato de transporte, o como locación 
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de servicios profesionales, y otros. Frente a estos casos, el fraude ocurre para esconder 

una relación diferente de la laboral al amparo de otro tipo legal del derecho civil. 

Algunas particularidades de los contratos del CCyC son enunciadas por 

Gambacorta (2015), al advertir que “se intentará seguramente una disociación entre lo 

comercial y lo laboral, intentándose subsumir a este último en aquel o diferenciando su 

forma de contratación” [sic] (párr.37). 

En los servicios continuados, dispone el art. 1279 CCyC, que las partes pueden 

pactar a voluntad el tiempo entre determinado o indeterminado, y confundir de esa forma 

la relación de servicios con la relación laboral. Ante una discrepancia, ello no será 

dificultad para aplicar las normas del derecho del trabajo (Gambacorta, 2015). 

Respecto del contrato de locación de obra o de servicios, el art. 1251 establece 

que, a pacto entre partes, se puede dar la posibilidad de la gratuidad. “Ante potenciales 

formas de articulación del fraude laboral, debemos recordar algo tan sencillo como que 

en el contrato de trabajo se presume la onerosidad, lo cual ya descartaría la viabilidad 

autonomizadora de las contrataciones laborales de esta modalidad” [sic] (Gambacorta, 

2015, párr.38). 

Ahora bien, el art. 23 de la LCT, norma de forma explícita que ante la suposición 

o sospecha que la prestación de un servicio hace creer que se está frente a un contrato de 

trabajo, se configurará como laboral, en particular cuando se usen tipos contractuales no 

laborales (De Diego, 2002).   

Amén de lo expuesto, cabe advertir que, ante el propósito de quebrantar el derecho 

laboral bajo la argumentación del derecho civil y comercial, “se encuentran como barreras 

la Constitución Nacional, convenios de la OIT y demás tratados internacionales” 

(Gambacorta, 2015, párr.36). 

Es variada la jurisprudencia en apoyatura al desarrollo de la normativa analizada. 

En el fallo “Elorza María Eugenia c/ T4F Entretenimientos Argentina S.A. s/ despido”, 

la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo (en adelante CNApTrab), Sala V ha 

confirmado el fraude laboral y expresó que una característica del contrato de trabajo son 

las situaciones en relación con el contrato de locación “que deben reunir cada uno de los 

sujetos y la naturaleza de la contraprestación: 1) el empleador es empresario; 2) el 

trabajador es no empresario y; 3) la prestación es onerosa. Si concurren estos tres 

supuestos estamos ante un contrato de trabajo” (cfr. punto II, párr.4). 

En concordancia con el principio de primacía de la realidad, la CNApTrab en 

"Brizuela, Ramón R. c/Wugner, Osear E. y otros", ha indicado que, para establecer el 
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vínculo de unión de ambas partes, y también verificar si se configura un contrato de 

trabajo, se estará en ver más allá de los aspectos formales y sí en la verdad creada por los 

hechos (De Diego, 2002). 

Al respecto, la Primera Cámara del Trabajo - Primera Circunscripción de 

Mendoza en “Galera Eduardo Javier c/ Palma Cesar Ricardo y Ots p/Despido” refiere en 

atención al principio supra, que por sobre “las opiniones o de la calificación que las partes 

le atribuyen a la relación, lo cierto es que en el caso las tareas debían ser prestadas intuitu 

personae por el accionante y se hallaban genéricamente dirigidas por el demandado”, en 

consecuencia, se resuelve a favor del actor (Considerando: 1ra cuestión, Párr. 29). 

En relación con la presunción de la ley laboral, en el fallo analizado el TSJ de la 

provincia de Santa Cruz cita al Superior Tribunal de Justicia de Santiago del Estero, en 

“Márquez Nelson y otros c/ Agua y Energía Eléctrica”, cuando señala que “para 

determinar la naturaleza y existencia del vínculo laboral más que a los aspectos formales, 

deberá estarse a la verdadera situación creada en los hechos, es decir la apariencia legal 

no prevalece sobre la realidad” (cfr. punto II, p.4). 

Sobre el fraude laboral el fallo remarca lo dicho en sus propias sentencias: “Quien 

prestaba la capacidad de trabajo ya lo ha acreditado (y la contraparte lo ha reconocido), 

[]. Ergo, es la contraparte quien debe probar que no existió contrato de trabajo y, por 

tanto, fraude a la ley laboral”, conforme lo resuelto en “Aburto Rolando Mauricio Oscar 

C/ Natura Ecology S.R.L. y otro S/ Laboral” y en “Catalán Isaías c/ Empesur S.A. s/ 

Laboral” (cfr. punto II, p.4). 

Sin embargo, no toda relación donde se encuentre plasmado un contrato de 

locación de servicios se debe catalogar como de dependencia laboral. La presunción del 

art. 23 LCT debe ser restrictiva y el marco fáctico tenido en cuenta cuando se está frente 

a la contratación de un profesional de la salud, que inscripto ante AFIP, factura sus 

honorarios sólo cuando realiza prácticas médicas con imposición para cada caso del valor 

de la prestación. Así lo determinó la Suprema Corte de Justicia de la Nación (CSJN), en 

los fallos: “Rica, Carlos Martin c/ Hospital Alemán y Otros s/ Despido” y en “Harlap Ana 

María C/ OSDE organización de Servicios Directos Empresarios s/Despido”. 

V. Postura de la autora 

Los fundamentos del Alto Tribunal de Santa Cruz junto al análisis doctrinario y 

jurisprudencial sirven como base a esta autora para acompañar lo sentenciado, y estar de 
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acuerdo con que el fraude laboral se ha configurado en el fallo analizado. Ello, porque la 

empresa ha utilizado el contrato de locación de servicios para ocultar la dependencia 

laboral con el actor. El accionar del empleador se pudo desenmascarar al recurrir al 

principio laboral de primacía de la realidad, entre otros. 

Tal como señala De Diego (2002) el derecho laboral presenta principios típicos 

de la materia, que sirven no sólo de guía, sino también como medio de orientación a 

utilizar por el juzgador en la deducción de relaciones del trabajo, en el contexto judicial.  

El principio de primacía de la realidad ha sido traído por el tribunal como uno de 

los principios clave, definido por diversos autores como aquel que prioriza los hechos 

fácticos por sobre las pruebas materiales aportadas. Esto para dar cuenta que la parte 

empleadora ha configurado el fraude a la ley laboral, ilustrado por Muziani y Pozzo 

(2017), como la astuta y sagaz selección de otras vías legales para quedar a salvo de toda 

sanción cuando se quiere eludir la LCT. 

Asimismo, la LCT presenta al art. 23, el cual de manera categórica señala que ante 

el imaginario de que una prestación de servicios haga suponer un contrato de trabajo, se 

reputará como laboral, sobre todo si se está ante convenios típicos del derecho civil.   

Ahora bien, la figura utilizada por la empresa demandada ha sido el contrato de 

locación de servicios. El CCyC lo encuadra como aquel que de manera independiente 

presta una persona hacia otra al obligarse a realizar una tarea material o intelectual, o 

suministrar un servicio por medio de una retribución. Este es uno de los contratos del 

derecho civil, característico del fraude para ocultar la verdadera relación laboral. 

Sin embargo, no todo contrato de locación debe ser encuadrado como relación 

laboral encubierta. La CSJN, ha señalado que la presunción del art. 23 -que primó en el 

fallo analizado-, no puede ser utilizada en casos como el de los profesionales de la salud. 

Sobre todo, ante los hechos de una facturación discontinua, que solo se hace efectiva ante 

un servicio prestado sumado a observar que cada profesional determina los honorarios a 

cobrar, de cada caso particular.  

Amén de lo expuesto, es dable subrayar lo advertido por Gambacorta (2015), ya 

que quien tenga por fin transgredir las normas del derecho laboral bajo el discurso de 

aplicar el CCyC, tendrá como obstáculo el manto protector de la Constitución Nacional, 

los tratados internacionales y los convenios de la OIT. 
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VI. Conclusión 

El fraude laboral articulado por medio de las figuras contractuales del derecho 

civil, y de los contratos de locación de servicios en particular, son y han sido a lo largo 

del tiempo el modus operandi de los empleadores como medio de evasión de las 

obligaciones impuestas por la LCT.  

El fallo analizado ha presentado un problema jurídico de relevancia entre normas, 

donde los tribunales inferiores resolvieron bajo la legislación civil una contratación de 

dependencia laboral, pero en el cual el TSJ de Santa Cruz debió dar cuenta de la maniobra 

de fraude perpetrada, al observar los hechos por sobre los elementos de prueba 

presentados por la empresa demandada. 

Como se examinó, los principales elementos con que contaron los magistrados 

para desenmascarar a la patronal en fraude a la ley fueron los principios fundamentales 

del derecho laboral. Se resolvió a favor del actor gracias a ellos, en específico al de 

primacía de la realidad; sumado a esgrimir la presunción del art. 23 de la LCT. Sin por 

ello dejar de resaltar, todo el andamiaje protectorio que provee nuestra Constitución, los 

tratados internacionales y los convenios de la OIT. 

Aun así, llama la atención el perjuicio que significó al trabajador que debió 

judicializar la cuestión, y si bien el alto tribunal resolvió la problemática planteada como 

fraude laboral, cabe cuestionar si no se hace necesaria una modificación a la LCT. Ello a 

los fines de que los operadores de justicia cuando quede demostrado de manera palmaria 

el vínculo de dependencia laboral, puedan resolver sólo desde la perspectiva del derecho 

laboral, sin injerencia del derecho civil. 
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